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a cabo en 1993 y 1994 por la Sala del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía. De manera que la Sala dio
una respuesta fundada en Derecho y suficientemente
motivada a la pretensión ejercitada. No hubo error ni
incongruencia ni, por consiguiente, vulneración del art.
24.1 CE.

5. La última de las alegaciones que se traen a cola-
ción se refiere a la supuesta vulneración de la igualdad
(arts. 14 y 23.2 CE) por la Universidad de Cantabria,
que habría discriminado a los ahora recurrentes por
haberles denegado en 1995 lo que sí se concedió en
1993 y 1994 a los profesores de la Universidad de Cádiz.
En relación con esta queja, es preciso advertir que la
eventual discriminación no derivaría de la actuación
divergente de las citadas Universidades (pues ambas
denegaron lo solicitado por los funcionarios docentes)
sino, en todo caso, de la actuación divergente de los
dos órganos jurisdiccionales, que interpretaron de forma
distinta la normativa referida al personal numerario de
las Escuelas de Náutica. Pues bien, no se puede apreciar
la vulneración del derecho a la igualdad en la aplicación
de la ley por el Tribunal Superior de Justicia de Cantabria
por falta de aportación de término de comparación ade-
cuado, pues, según constante doctrina constitucional
«para poder estimar que se ha producido una vulneración
del derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley
es doctrina consolidada de este Tribunal que han de
concurrir varios presupuestos, ya que se requiere que
estemos “ante un mismo órgano jurisdiccional, ante dos
casos sucesivos y exactamente iguales desde la pers-
pectiva jurídica con la que se les enjuició y, finalmente,
ante un palmario cambio de criterio del órgano juris-
diccional” (STC 25/1999, de 8 de marzo, FJ 5). En el
mismo sentido, entre las más recientes, SSTC
162/2000, de 12 de junio, FJ 3; 82/2001, de 26 de
marzo» (STC 122/2001, de 4 de junio, FJ 2).

En la queja de los demandantes la comparación a
realizar es entre órganos judiciales distintos, lo cual nos
impide realizar el juicio de igualdad, pues, como dijimos
en la STC 104/1996, de 11 de junio, FJ 2, entre otras
muchas, «cada órgano jurisdiccional sólo puede com-
pararse consigo mismo: la identidad del órgano juris-
diccional es presupuesto para realizar la comparación
que toda discriminación en la aplicación judicial de la
Ley lleva consigo (STC 168/1989)», porque «ni el prin-
cipio de igualdad ni su configuración como derecho sub-
jetivo permiten asegurar un tratamiento idéntico, uni-
forme o unificado por los distintos órganos judiciales,
ya que el repetido principio ha de hacerse compatible
con el principio de independencia de los mencionados
órganos (SSTC 200/1990 y 183/1991)». Como las Sen-
tencias supuestamente contradictorias no provienen del
mismo órgano jurisdiccional sino que pertenecen a dis-
tintas Salas de distintos Tribunales Superiores de Jus-
ticia, y estando por lo demás ambas motivadas, no se
da la vulneración constitucional pretendida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de octubre de dos mil
uno.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

20618 Sala Primera. Sentencia 197/2001, de 4 de
octubre de 2001. Recursos de amparo
2404/98 y 2406/98 (acumulados). Promo-
vidos por doña Teresa Olmedo Ruiz y doña
María Victoria Orihuela Moreno frente a la
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía que estimó la demanda de
don Pablo García Hernández contra la Dipu-
tación de Granada sobre el catálogo de pues-
tos de trabajo en el área de Presidencia.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial sin indefensión: STC 300/2000.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados núms.
2404/98 y 2406/98, promovidos respectivamente por
doña Teresa Olmedo Ruiz y doña María Victoria Orihuela
Moreno, ambas representadas por la Procuradora de los
Tribunales doña Belén Jiménez Torrecillas y asistidas
por el Abogado don Eduardo Gómez Quesada, contra
la Sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía, con sede en Granada, de 27 de octubre de 1997,
en el recurso contencioso-administrativo núm. 3604/94,
que anuló parcialmente el Acuerdo del Pleno de la Dipu-
tación Provincial de Granada de 15 de julio de 1994,
sobre «Modificación del organigrama y aprobación del
catálogo de puestos de trabajo resultante de la valo-
ración de los puestos que lo integran», así como contra
las Resoluciones del Diputado-Delegado de Recursos
Humanos de la Diputación Provincial de Granada, de
17 de marzo de 1998, por la que se acordó, en cum-
plimiento de lo ordenado en ejecución de Sentencia,
el cese de las recurrentes en las Jefaturas de Sección
que respectivamente ocupaban. Ha intervenido el Minis-
terio Fiscal y ha sido parte la Diputación Provincial de
Granada asistida por la Letrada doña María del Pilar Gar-
cía Ruiz. Ha sido Ponente el Magistrado don Pablo García
Manzano, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado ante este Tribunal
el día 29 de mayo de 1998, doña Belén Jiménez Torre-
cillas, Procuradora de los Tribunales y de doña Teresa
Olmedo Ruiz, interpuso demanda de amparo contra las
Sentencias y resoluciones administrativas reseñadas en
el encabezamiento, con expresa solicitud de suspensión
cautelar.

2. El soporte fáctico de la demanda lo constituyen
los siguientes hechos:

a) Mediante Acuerdo del Pleno de la Diputación Pro-
vincial de Granada, de 15 de julio de 1994, se aprobó
el catálogo de puestos de trabajo de dicha Corporación
y, con apoyo en el mismo, el Presidente de la Diputación,
mediante Resolución de 4 de noviembre de 1994, remo-
vió a varios empleados públicos de sus puestos de tra-
bajo. Pocos días después, por Resolución de 8 de noviem-
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bre de 1994, el Presidente de la Diputación adscribió
provisionalmente a distintos funcionarios a los diversos
puestos de trabajo que habían quedado vacantes como
consecuencia de la aprobación del nuevo catálogo. Más
concretamente, a doña María Teresa Olmedo Ruiz se
le asignó el puesto de Jefe de Sección de Obras y Ser-
vicios del Área de Presidencia y a doña María Victoria
Orihuela Moreno el de Jefe de Sección de Compras y
Patrimonio, también del Área de Presidencia.

b) El día 22 de diciembre de 1994 don Pablo M.
García Hernández, funcionario de carrera de la Diputa-
ción Provincial de Granada, interpuso recurso conten-
cioso-administrativo contra el mencionado Acuerdo ple-
nario de 15 de julio de 1994. Este recurso, del que
conoció la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Gra-
nada, fue resuelto por la Sentencia de 27 de octubre
de 1997, en la que se estimó parcialmente la demanda
y se anularon determinados contenidos del Acuerdo
impugnado, entre ellos, las previsiones relativas a la cata-
logación de las Jefaturas de Sección que provisional-
mente ocupaban las ahora demandantes de amparo.

c) Por otra parte, las resoluciones que acordaban
la adscripción provisional de las recurrentes fueron
impugnadas por otros dos funcionarios de la Diputación
Provincial de Granada, lo que dio lugar a los recursos
contencioso-administrativos 670/95 y 969/95, resuel-
tos por sendas Sentencias de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía , de 21 de julio de 1997, que anularon las
resoluciones impugnadas.

d) En ejecución de estas dos últimas Sentencias,
el Diputado-Delegado de Recursos Humanos de la Dipu-
tación Provincial de Granada dictó dos Resoluciones de
17 de marzo de 1998 por las que se acordó el cese
de las recurrentes. Alegando no haber tenido conoci-
miento de los citados recursos contencioso-administra-
tivos 670/95 y 969/95 promovieron dos recursos de
amparo (el núm. 1628/98 y el núm. 1684/98), de los
que conoció la Sala Segunda de este Tribunal y que
fueron desestimados por la STC 300/2000, de 11 de
diciembre.

3. En el recurso de amparo 2404/98 la Sra. Olmedo
Ruiz alega la vulneración del derecho a una tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) porque la deman-
dante, a pesar de tener un interés legítimo, no fue lla-
mada como codemandada al proceso, de suerte que
la Sentencia recurrida se dictó inaudita parte y, por tanto,
con vulneración del citado derecho fundamental. Como
lógica consecuencia jurídica la nulidad de la Sentencia
ha de conducir, igualmente, a la declaración de nulidad
de la resolución administrativa que acordó el cese, a
pesar de que la misma se adoptase en ejecución de
otros pronunciamientos judiciales distintos recaídos con
ocasión de la impugnación de ulteriores actos admi-
nistrativos.

4. La Sección Segunda, tras requerir, por proveído
de 8 de junio de 1997, la remisión de las actuaciones
judiciales y el testimonio de las fechas de notificación
de la Sentencia a la recurrente, dictó providencia de
5 de octubre de 1998, en la que se acordó la admisión
a trámite del recurso y, a tenor de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, se interesó de la Sala de Granada el empla-
zamiento de quienes hubiesen sido parte en el proceso
contencioso-administrativo de referencia, para que
pudiesen comparecer, en el plazo de diez días, en el
presente proceso constitucional. Mediante providencia
de la misma fecha, se acordó formar pieza separada
de suspensión que fue resuelta en sentido denegatorio
por Auto de 15 de diciembre de 1998.

5. Por providencia de 8 de marzo de 1999, la Sec-
ción Primera acordó acusar recibo de los testimonios
remitidos y de los emplazamientos efectuados, teniendo
por personada y parte a la Diputación Provincial de Gra-
nada, representada por la Oficial Letrada de la Asesoría
Jurídica de aquella Corporación, doña María del Pilar
García Ruiz, y, de conformidad con lo dispuesto en el
art. 52 LOTC, dar vista a las partes y al Ministerio Fiscal
de todas las actuaciones para que, dentro del plazo
común de veinte días, pudiesen formular las alegaciones
que estimasen pertinentes.

6. El día 3 de abril de 1999 la demandante de amparo
presentó su escrito de alegaciones. Invocando el principio
de economía procesal interesó que se tuviesen por repro-
ducidos los argumentos ya expuestos en la demanda.

7. El escrito de alegaciones de la Letrada de la Dipu-
tación Provincial de Granada se presentó el día 6 de
abril de 1999. Se aduce, en primer lugar, la concurrencia
del motivo de inadmisión previsto en el art. 50.1 a) en
relación con el art. 44.2 LOTC, consistente en la pre-
sentación extemporánea de la demanda de amparo. En
efecto, tomando como fecha inicial para el cómputo del
plazo la señalada por la recurrente, es decir, el día en
que otro funcionario fue nombrado para el puesto que
ocupaba (30 de abril de 1998), y aun en el caso de
considerar de forma favorable a la recurrente que, por
ser festivo el viernes 1 de mayo, no procede computar
el sábado siguiente como día hábil, resulta que entre
el lunes 4 de mayo y el 29 de ese mismo mes, fecha
en que se presentó el recurso, han transcurrido veintitrés
días hábiles, tres más, en consecuencia, de los estable-
cidos por el art. 44.1 LOTC como plazo improrrogable
para la interposición del amparo.

En segundo lugar, por si no prosperase el citado moti-
vo de inadmisión, se apuntan una serie de razones que
deben conducir a la denegación del amparo solicitado.
En este sentido, se advierte que la recurrente no tenía
interés legítimo alguno en el procedimiento resuelto por
la Sentencia 1532/97 que se dirigía, en abstracto, contra
el Acuerdo de la Diputación de modificación del catálogo
de puestos de trabajo. De hecho, la referida Sentencia
no fue la causa que motivó su cese, pues este se acordó
en ejecución de otra Sentencia del mismo Tribunal en
la que expresamente se había impugnado su nombra-
miento. En todo caso, está acreditado en el expediente
que la Diputación Provincial, si bien no procedió al empla-
zamiento personal de la recurrente, como no podía ser
de otro modo, pues no constaba en el expediente, ni
la demanda se dirigía contra alguna resolución o acuerdo
que directamente le afectase, sí adoptó todas las medi-
das legales pertinentes para dar noticia de la existencia
del proceso, ordenando la publicación en el Boletín Ofi-
cial de la Provincia de los edictos de emplazamiento,
así como en los tablones de todos y cada uno de los
centros de trabajo dependientes de aquella Corporación,
incluido aquél en el que la actora prestaba sus servicios,
trasladándose copia de los mismos a las secciones de
los sindicatos más representativos. En tales circunstan-
cias existen razones más que fundadas para entender
que la recurrente conocía la existencia del proceso, por
lo que procede desestimar la demanda de amparo.

8. El 30 de junio de 1999, tras el otorgamiento
de una prórroga por faltar cierta documentación que
se considerada de interés, el Ministerio Fiscal presentó
su alegato. En relación con la posible presentación
extemporánea de la demanda de amparo, estima el
Ministerio Público que la recurrente no fue cesada en
su cargo por ejecución de la Sentencia ahora recurrida,
sino en razón de otras que resolvían impugnaciones con-
cretas de las resoluciones de adjudicación provisional
de puestos de trabajo, lo que evidencia una falta de
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interés directo de la recurrente y que, en todo caso,
que si ésta no tuvo conocimiento de la existencia del
proceso ello fue debido a la falta de diligencia de la
parte que no se interesó por la relación existente entre
las diversas Sentencias dictadas por el Tribunal, lo que
le habría permitido presentar su demanda de amparo
con anterioridad y dentro de plazo.

Pero, por si este motivo de inadmisión no fuese aco-
gido, la demanda también ha de ser desestimada en
cuanto al fondo. La falta de interés directo de la recurren-
te en la Sentencia cuya impugnación ahora pretende
justifica con creces el esfuerzo desplegado por la Admi-
nistración para poner en conocimiento de cualesquiera
persona interesada en el proceso la existencia del mismo,
no siéndole exigible en este caso, el emplazamiento per-
sonal. En este sentido, no cabe olvidar que el recurso
contencioso-administrativo que se sitúa en el origen de
la Sentencia tenía por objeto la impugnación genérica
de todo el organigrama y relación de puestos de trabajo
de la Diputación Provincial de Granada por lo que no
era posible la individualización de la actora en el expe-
diente administrativo (SSTC 65/1994, 7/1997), sobre
todo, cuando el cese en el cargo que ocupaba fue con-
secuencia de otra resolución judicial. Recuérdese, final-
mente, que la demandante fue adscrita provisionalmente
a dicho puesto de trabajo lo que, desde otra perspectiva,
pone de relieve la falta de consolidación del nombra-
miento y, por tanto, la inexistencia de un interés con
la suficiente identidad como para que fuese exigible el
emplazamiento personal. Finalmente, la exposición de
los edictos en el tablón de anuncios del centro de trabajo
de la demandante debe considerarse en estos casos un
medio idóneo de comunicación de la existencia de un
proceso que, en principio sólo indirectamente afectaba
a toda la plantilla de forma generalizada. Por todo ello
el Ministerio Fiscal concluye solicitando que se inadmita
o, subsidiariamente, que se desestime la demanda de
amparo.

9. El día 29 de mayo de 1998, doña María Victoria
Orihuela Moreno, bajo la misma representación procesal
y asistencia letrada, interpuso demanda de amparo cons-
titucional en la que se impugnaba la mencionada Sen-
tencia 1532/1997 de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
con sede en Granada, así como una Resolución del Dipu-
tado-Delegado de Recursos Humanos de la Diputación
Provincial de Granada de 17 de marzo de 1998 por
la que se la había cesado en el puesto de Jefe de Sección
de Compras y Patrimonio del Área de Presidencia, para
la que había sido provisionalmente designada.

10. Los hechos en los que se basa la demanda son
del todo coincidentes con los ya expuestos en relación
con el recurso de amparo núm. 2404/98, por lo que
huelga su reproducción en este lugar. Igualmente existe
identidad en relación con las resoluciones impugnadas
y las pretensiones aducidas en la demanda.

11. Por providencia de la Sección Segunda, de 5
de octubre de 1998, se acordó la admisión a trámite
del recurso, ordenando la remisión de las actuaciones
y el emplazamiento de quienes hubiesen sido parte en
el proceso para que, en el plazo de diez días, pudiesen
comparecer en este proceso constitucional si así lo esti-
masen oportuno. Por proveído de esa misma fecha se
mandó formar la correspondiente pieza de suspensión
que fue resuelta por Auto denegatorio de 25 de enero
de 1999.

12. Mediante proveído de 15 de marzo de 1999
la Sección Segunda acordó tener por recibidos los tes-
timonio de las actuaciones y el escrito de personación
de la Letrada de la Diputación Provincial de Granada

doña María del Pilar García Ruiz, y, a tenor de lo dispuesto
en el art. 52 LOTC dar vista de las actuaciones a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal para que, dentro
del plazo común de veinte días, formulasen las alega-
ciones que estimasen convenientes a su derecho.

13. La demandante presentó su alegato el día 3
de abril de 1999, interesando que se diesen por repro-
ducidos los argumentos contenidos en la demanda.

14. El escrito de alegaciones de la Diputación Pro-
vincial de Granada se presentó el día 14 de abril de
1999. Tras la exposición de los hechos se aduce en
primer lugar la inadmisión de la demanda por haberse
presentado más allá del plazo legal establecido. En efec-
to, la recurrente sostiene que tuvo conocimiento de la
Sentencia pretendidamente dictada inaudita parte con
ocasión del nombramiento de otro funcionario al que
se le asignó el puesto de trabajo que ocupaba provi-
sionalmente, lo que aconteció el día 30 de abril de 1998
con efectos del día 1 de mayo. Pues bien, al igual que
en el recurso 2404/98, aun computando de modo favo-
rable a la recurrente los días hábiles a los efectos del
plazo legal para promover la demanda de amparo y,
por ende, teniendo por dies a quo el 4 de mayo, resulta
que la demanda se presentó el día 29 de mayo y, en
consecuencia, tres días después del plazo improrrogable
de veinte días que dispone el art. 44.2 LOTC. Por si
este motivo de inadmisión no se admitiese, se alegan
diversas razones de fondo conducentes a la desestima-
ción de la demanda que, por ser del todo coincidentes
con las ya expuestas en relación con el recurso de ampa-
ro 2404/98, es innecesario reproducir.

15. El Ministerio Fiscal presentó su alegato el día
30 de junio de 1999 que es sustancialmente coincidente
con el formulado en el recurso de amparo 2404/98,
a cuya lectura remitimos.

16. Previa audiencia de la partes, por Auto de la Sala
de 27 de septiembre de 1999 se acordó la acumulación
de los recursos de amparo 2404/98 y 2406/98.

17. Por providencia de 1 de octubre de 2001 se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 4 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Una vez más, se plantea ante este Tribunal un
supuesto de Sentencia del orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo dictada inaudita parte y pretendi-
damente causante de indefensión, porque no se procedió
al emplazamiento personal de las demandantes, a pesar
de que, por su condición de funcionarias de la Admi-
nistración provincial demandada, eran fácilmente iden-
tificables y ostentaban un interés directo en el proceso
administrativo, al que puso fin la Sentencia de la Sala
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede
en Granada, de 27 de octubre de 1997, objeto del pre-
sente amparo.

El sólo enunciado de la cuestión que subyace en los
dos recursos acumulados, pone de manifiesto que corres-
ponde a las demandantes de amparo, que alegan la vul-
neración del derecho a una tutela judicial efectiva sin
indefensión del art. 24.1 CE, la carga de acreditar, no
sólo que no se procedió a su emplazamiento personal,
sino también que, a la vista de las pretensiones del recur-
so contencioso-administrativo y de las resoluciones recaí-
das en el mismo, tenían un interés que las legitimaba
para ser llamadas al proceso, así como la circunstancia
de resultar fácilmente individualizadas, en razón de los
datos obrantes en las actuaciones.

A las pretensiones de las demandantes tanto el Minis-
terio Fiscal como la Diputación Provincial de Granada
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objetan, en primer término, la inadmisión por la extem-
poraneidad de las demandas, y oponen en cuanto al
fondo la ausencia de indefensión material de las recurren-
tes, con la consiguiente desestimación de sus preten-
siones.

2. Antes de examinar la cuestión de fondo, es nece-
sario analizar la eventual presentación extemporánea de
ambos recursos de amparo, alegada por la Diputación
Provincial de Granada y por el Ministerio Fiscal, que,
en su caso, conduciría a la inadmisión de los mismos
conforme a lo previsto en los arts. 50.1.a y 44.2 LOTC.

Es cierto que las demandantes de amparo reconocen
que no tuvieron conocimiento de la Sentencia cuya anu-
lación ahora pretenden hasta el nuevo nombramiento
en el puesto que provisionalmente ocupaban de otro
funcionario de la Diputación Provincial de Granada. Aho-
ra bien, esa manifestación no permite la concreción sufi-
ciente del dies a quo, a los efectos de computar el plazo
de interposición del recurso de amparo, puesto que no
precisan si ese conocimiento se produjo el día en que
se publicó la resolución que acordó el nuevo nombra-
miento o en el momento de la efectiva toma de posesión
de la plaza. Esta incertidumbre acerca de la determi-
nación del dies a quo justifica la aplicación en este caso
de la consolidada doctrina de este Tribunal a cuyo tenor,
en supuestos de duda como el presente, ha de aplicarse
el principio hermenéutico pro actione, favorecedor del
acceso a la jurisdicción de amparo (STC 56/1985, de
29 de abril, entre otras). Razón por la que no procede
apreciar el invocado óbice procesal.

3. Despejada la anterior cuestión, conviene recordar
la jurisprudencia de este Tribunal sobre la relevancia
constitucional de la indefensión, a que puede dar lugar
en el recurso contencioso-administrativo la falta de
emplazamiento personal de terceras personas titulares
de un interés legítimo. Doctrina que se encuentra sis-
temáticamente recogida en las SSTC 152/1999, de 14
de septiembre (FJ 4), 228/2000, de 2 de octubre (FJ 2),
y 300/2000, de 11 de diciembre (FJ 2), y que descansa
sobre los cánones de enjuiciamiento que a continuación
se detallan.

Ante todo, es preciso que el demandante de amparo
sea titular de un derecho o interés legítimo y propio
que determine su condición de demandado o coadyu-
vante en el proceso contencioso-administrativo de que
se trate. Por interés legítimo ha de entenderse cualquier
ventaja o utilidad jurídica derivada del proceso (SSTC
97/1991, de 9 de mayo, y 264/1994, de 3 de octubre).
En segundo lugar, es requisito imprescindible que el
demandante de amparo fuera identificable por el órgano
judicial, bien en virtud de la información contenida en
el escrito de interposición del recurso, bien por la que
aparezca en el expediente administrativo o en la deman-
da (SSTC 325/1993, de 8 de noviembre, FJ 3;
229/1997, de 16 de diciembre, FJ 2; 113/1998, de
1 de junio, FJ 3, y 122/1998, de 3 de octubre, FJ 3).
Y finalmente que, como consecuencia del indebido
actuar procesal de la Administración demandada o del
propio órgano judicial, se hubiese causado al no com-
parecido una indefensión material. A este respecto, se
ha considerado que no existe indefensión real y efectiva
en aquellos supuestos en los que concurren motivos
suficientes para entender que el interesado tenía un
conocimiento extraprocesal del recurso, o en los que
la indefensión que se denuncia fue debida a su propia
falta de diligencia. En este sentido, se ha declarado que
el conocimiento extraprocesal del recurso puede tenerse
por acreditado cuando medie prueba suficiente al res-
pecto (SSTC 264/1994, de 3 de octubre, y 229/1997,
de 12 de diciembre), incluyéndose la de presunciones,
siendo la presunción de conocimiento especialmente

intensa en relación con los funcionarios al servicio de
la Administración pública demandada en el proceso
(SSTC 45/1985, de 26 de marzo, FJ 3, 197/1997, de
10 de noviembre, FJ 6, y 300/2000, de 11 de diciembre,
FJ 2).

4. Antes de proyectar la citada doctrina al caso
enjuiciado es preciso añadir una consideración previa,
cual es que la indefensión que se denuncia es puesta
por las actoras en directa relación con el cese en el
cargo que provisionalmente desempeñaban, cuando es
lo cierto que la resolución administrativa que así lo acor-
dó se había dictado en ejecución de dos Sentencias recaí-
das en procedimientos distintos del que dio lugar a la
Sentencia ahora impugnada, y que ya han sido objeto
de examen en la STC 300/2000. Asimismo, es de subra-
yar que mediante la Sentencia de 27 de octubre de
1997 la Sala de lo Contencioso-Administrativo resolvió
un recurso en el que se efectuaba una impugnación gené-
rica del Acuerdo del Pleno de la Diputación Provincial
de Granada sobre «modificación del organigrama y apro-
bación del catálogo de puestos de trabajo resultante
de la valoración de los puestos que lo integran», cues-
tionando la legalidad del mismo, sin referencia a con-
cretos puestos de trabajo, por lo que resultaba del todo
imposible deducir de dicho recurso contencioso-admi-
nistrativo, así como del expediente aportado a los autos,
alguna referencia a las actuales demandantes de ampa-
ro, quienes, con posterioridad y como consecuencia de
aquel Acuerdo, fueron nombradas para desempeñar pro-
visionalmente las mencionadas Jefaturas de Sección.

Pero, aun en el caso de considerar que la Adminis-
tración demandada -a pesar de tratarse de un acto gene-
ral impugnado en términos genéricos y de que las
demandantes sólo ocupaban provisionalmente sus car-
gos- dispusiera de los datos necesarios para proceder
al emplazamiento personal de todos y cada uno de los
funcionarios potencialmente afectados por la impugna-
ción del nuevo catálogo de puestos de trabajo, existen
más que fundados elementos de juicio para entender
que las demandantes de amparo tuvieron conocimiento
extraprocesal del recurso contencioso-administrativo
que culminó mediante la citada Sentencia de 27 de octu-
bre de 1997, y que, en todo caso, si la personación
en aquél no se llegó a producir, ello se debió a razones
exclusivamente imputables a su falta de diligencia.

En efecto, consta en las actuaciones que, una vez
comunicada la interposición del recurso contencioso-ad-
ministrativo, la Diputación Provincial de Granada ordenó
que se procediese al emplazamiento edictal de cuantos
pudiesen tener un interés en el proceso, publicando los
correspondientes edictos en el Boletín Oficial de la Pro-
vincia y acordando, igualmente, que se diese publicidad
de la interposición del recurso en los tablones de anun-
cios de los distintos centros de trabajo dependientes
de dicha Corporación, incluido el edificio administrativo
de «La Caleta» en el que prestaban servicio las deman-
dantes de amparo. Consta, igualmente, en las actuacio-
nes que se remitieron copias de los requerimientos de
emplazamiento a las secciones de los sindicatos más
representativos. Además, en atención a sus cargos, direc-
tamente dependientes del Área de Presidencia, resulta
difícil entender que no tuviesen conocimiento de los
acuerdos adoptados por el Pleno de la Diputación Pro-
vincial de Granada, singularmente el de la sesión cele-
brada el 12 de mayo de 1995, en la que se dio cuenta
de la existencia del recurso contencioso-administrativo,
o más específicamente, el de 17 de abril de 1998, por
el que se adoptaron las medidas necesarias para la eje-
cución de la Sentencia recaída en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 3604/94.

Todo lo anterior conduce derechamente a la deses-
timación de las pretensiones de amparo, siguiendo así
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el criterio establecido, en casos muy similares al pre-
sente, en las SSTC 300/2000, de 11 de diciembre, y
161/2001, de 5 de julio, dado que la valoración de
los datos expuestos permite considerar que no es expli-
cable, en términos racionales, que las demandantes de
amparo ignorasen la existencia del proceso. Hemos,
pues, de insistir en el hecho relevante de que la Admi-
nistración demandada dio reiterada publicidad, mediante
anuncios publicados en el tablón habilitado a tal fin en
su centro de trabajo, tanto acerca de la interposición
del recurso contencioso-administrativo que dio lugar a
la Sentencia ahora impugnada, como respecto de los
otros dos recursos contencioso-administrativos a los que
ya hemos hecho referencia y que estaban íntimamente
relacionados con el presente (véanse, SSTC 45/1985,
de 23 de marzo, FJ 3, y 197/1991, de 17 de octubre,
FJ 6). En definitiva, si no existió oportuna personación
en el proceso ello se debió exclusivamente a la falta
de diligencia de las recurrentes, lo que implica que sólo
a ellas sea imputable la indefensión que ahora denun-
cian.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar los presentes recursos de amparo acu-
mulados.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de octubre de dos mil.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

20619 Sala Primera. Sentencia 198/2001, de 4 de
octubre de 2001. Recurso de amparo
2527/98. Promovido por don Luis Jesús
Garrido López frente al Auto de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo y las Sentencias del Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid y de un
Juzgado de lo Social, que desestimaron su
demanda contra «Casino Gran Madrid, Socie-
dad Anónima», por despido.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (indemnidad): despido de un
trabajador que no es represalia por denunciar
irregularidades documentales.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2527/98, promovido
por don Luis Jesús Garrido López, representado por el
Procurador de los Tribunales don Luis Pidal Allendesa-

lazar y asistido por el Abogado don Gonzalo Vidal Beney-
to, contra la Sentencia dictada el 3 de julio de 1995
por el Juzgado de lo Social núm. 25 de Madrid en los
autos núm. 372/95, sobre despido, así como contra
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de 19 de mayo de 1997, que
desestima el recurso de suplicación interpuesto contra
la anterior (recurso núm. 860/96) y el Auto de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo de 26 de febrero de
1998, por el que se declara la inadmisión del recurso
de casación para la unificación de doctrina núm.
2751/97 interpuesto frente a esta última Sentencia. Ha
sido parte «Casino de Juego Gran Madrid, S.A.», repre-
sentado por el Procurador de los Tribunales don Isacio
Calleja García y asistida por el Abogado don Javier Berria-
tua Horta, e intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Fernando Garrido Falla, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 5 de junio de 1998, el Procurador de los Tribunales
don Luis Pidal Allendesalazar, en nombre y represen-
tación de don Luis Jesús Garrido López, interpuso deman-
da de amparo contra las resoluciones judiciales rese-
ñadas en el encabezamiento, invocando la lesión de los
derechos a la libertad de expresión y a la tutela judicial
efectiva.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son los siguientes:

a) El recurrente en amparo, que prestaba servicios
como subjefe de caja del Casino Gran Madrid, S.A., advir-
tió al incorporarse a su turno de trabajo la noche del 8
de abril de 1995, una posible irregularidad en la docu-
mentación que se le facilitó para la anotación de las
operaciones con moneda extranjera (se le entregó foto-
copia del impreso oficial, en lugar del original), poniendo
este hecho en conocimiento del subdirector de juego
del casino (que ostentaba en ese momento la dirección
en funciones del mismo), el cual manifestó desconocer
la trascendencia real que pudiera tener aquella irregu-
laridad y, a petición del recurrente, que pretendía comu-
nicar el hecho al Servicio de Control de Juegos de Azar,
cursó las órdenes oportunas para intentar localizar a los
policías del referido Servicio, lo que no pudo conseguirse
por no hallarse en ese momento los agentes en el casino.
A la vista de ello el recurrente trató de localizarlos por
su cuenta, llamando a su esposa para que le buscara
el número de teléfono del Servicio. Dado que la esposa
no consiguió encontrar el número, el recurrente le ordenó
que telefonease al puesto de la Guardia Civil de Torre-
lodones. Como consecuencia de sus llamadas, dos agen-
tes de la Guardia Civil se personaron en el casino hacia
las 1:30 horas del 9 de abril, requiriendo la presencia
del recurrente de amparo, a quien le informaron que
su esposa les había manifestado que «allí pasaba algo
gordo». El recurrente manifestó a los agentes de la Guar-
dia Civil que su presencia era innecesaria, pues única-
mente solicitaba de ellos que trataran de localizar a los
agentes del Servicio de Control de Juegos de Azar para
realizar una comparecencia ante los mismos, cosa que
efectivamente intentó la Guardia Civil, con resultado
infructuoso. Finalizada la intervención de la Guardia Civil,
el subdirector de juego le ordenó al recurrente que aban-
donase inmediatamente el casino.

b) Al día siguiente (10 de abril), la dirección del
casino le entregó una carta al recurrente donde se le
indicaba que hasta nuevo aviso quedaba en situación
de permiso retribuido. Acto seguido, el demandante de
amparo compareció en las dependencias del Servicio
de Control de Juegos de Azar, donde procedió a denun-


